
ANEXOS

CONSTITUCIÓN DE 18121

TITULO I

De la Nación española y de los españoles

Capítulo I

De la Nación española

Artículo 1

La Nación es la reunión de todos los españoles de ambos hemisferios.

Artículo 2

La Nación española es libre é independiente, y no es, ni puede ser patrimonio de ninguna
familia ni persona.

Artículo 3

La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  Nación,  y  por  lo  mismo  pertenece  á  esta
exclusivamente el derecho de establecer sus leyes fundamentales.

Artículo 4

La Nación está obligada á conservar y proteger por leyes sábias y justas la libertad civil, la
propiedad, y los demás derechos legítimos de todos los individuos que la componen. 

TITULO SEGUNDO

Del territorio de las Españas, su religión y gobierno y de los ciudadanos españoles

Artículo 10

El territorio español comprehende en la Península con sus posesiones é islas adyacentes,
Aragón, Asturias, Castilla la Vieja, Castilla la Nueva, Cataluña, Córdoba, Extremadura, Galicia,
Granada, Jaén, León, Molina, Murcia, Navarra, provincias Vascongadas, Sevilla y Valencia, las
islas Baleares y las Canarias con las demás posesiones de África. En la América septentrional
Nueva-España con la Nueva-Galicia y península de Yucatán, Goatemala, provincias internas de
Oriente, provincias internas de Occidente, isla de Cuba con las dos Floridas, la parte española
de la isla de Santo Domingo, y la isla de Puerto Rico con las demás adyacentes á éstas y al
Continente, en uno y otro mar. En la América meridional,  la Nueva Granada, Venezuela, el
Perú, Chile, provincias del Río de la Plata, y todas las islas adyacentes en el mar Pacífico y en
el Atlántico. En el Asia las islas Filipinas y las que dependen de su gobierno.

Artículo 11

Se hará una división mas conveniente del territorio español por una ley constitucional luego que
las circunstancias políticas de la Nación lo permitan.2

TITULO VI

Del Gobierno Interior de las Provincias y de los Pueblos

Capítulo II

Del gobierno político de las provincias, y de las diputaciones provinciales

Artículo 324

1 Transcribimos los preceptos de la Constitución, promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 1812, que
tienen relación con el contenido de esta obra. 
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El gobierno político de las provincias residirá en el gefe superior, nombrado por el Rey en cada
una de ellas.

Artículo 325

En cada provincia  habrá una diputación llamada provincial,  para promover su prosperidad,
presidida por el gefe superior. 

Artículo 326

Se compondrá del presidente, del intendente y de siete individuos elegidos en la forma que se
dirá,  sin  perjuicio  de  que  las  Cortes  en  lo  sucesivo  varíen  este  número  como  lo  crean
conveniente, o lo exijan las circunstancias, hecha que sea la nueva división de provincias, de
que trata el artículo 11.

Artículo 330

Para ser individuo de la diputación provincial, se requiere ser ciudadano en el exercicio de sus
derechos, mayor de veinte y cinco años, natural ó vecino de la provincia con residencia á lo
menos de siete años, y que tenga lo suficiente para mantenerse con decencia: y no podrá serlo
ninguno de los empleados de nombramiento del Rey, de que se trata el artículo 318. 

Artículo 335

Tocará á estas diputaciones-

Primero: Intervenir y aprobar el repartimiento hecho á los pueblos de las contribuciones que
hubieren cabido á la provincia.

Segundo: Velar sobre la buena inversión de los fondos públicos de los pueblos y examinar sus
cuentas, para que con su visto bueno recayga la aprobación superior, cuidando de que en todo
se observen las leyes y reglamentos.

Tercero: Cuidad de que se establezcan ayuntamientos donde corresponda los haya, conforme
á lo prevenido en el artículo 310.

Quarto: Si se ofrecieren obras nuevas de utilidad común de la provincia ó la repración de las
antiguas, proponer al Gobierno los arbitrios que crean más convenientes para su execución, á
fin de obtener el correspondiente permiso de las Córtes. 
En ultramar, si la urgencia de las obras públicas no permitiese esperar la resolución de las
Córtes, podrá la diputación, con expreso asenso del jefe de la provincia, usar desde luego de
los arbitrios, dando inmediatamente cuenta al Gobierno para la aprobación de las Córtes.

Para  la  recaudación  de  los  arbitrios  la  diputación,  baxo  su  responsabilidad,  nombrará
depositario, y las cuentas de la inversión, examinadas por la diputación, se remitirán para que
las haga reconocer y glosar, y finalmente las pase á las Cortes para su aprobación.

2 Durante el trienio liberal (1820-1823), en que rigió la Constitución de 1812, se decretó una división
provincial  de carácter provisional.  El territorio español quedó dividido en 52 provincias:  en  Andalucía:
Almería, Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla; en Aragón: Calatayud, Huesca, Teruel
y Zaragoza; en  Asturias: Oviedo; en  Baleares:  Baleares; en Canarias: Canarias; en  Castilla la Nueva:
Ciudad Real, Cuenca, Guadalajara, Madrid y Toledo; en Castilla la Vieja: Ávila, Burgos, Logroño, Palencia,
Santander,  Segovia,  Soria  y  Valladolid;  en  Cataluña:  Barcelona,  Gerona,  Lérida  y  Tarragona;  en
Extremadura:  Badajoz  y  Cáceres;  en  Galicia:  La  Coruña,  Lugo,  Orense  y  Vigo;  en  León:  León,
Salamanca, Villafranca y Zamora; en  Murcia: Chinchilla y Murcia; en  Navarra: Pamplona; en  Valencia:
Alicante, Castellón, Játiva y Valencia; y en Vascongadas: Bilbao, San Sebastián y Vitoria.
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Quinto: Promover la educación de la juventud conforme á los planes aprobados, y fomentar la
agricultura, la industria y el comercio, protegiendo á los inverntores de nuevos descubrimientos
en qualquiera de estos ramos. 

Sexto:  Dar  parte  al  Gobierno  de  los abusos que  noten  en  la  administración  de las rentas
públicas. 

Séptimo: Cuidar de que los establecimientos piadosos y de beneficencia llenen su respectivo
objeto, proponiendo al Gobierno las reglas que estimen conducentes para la reforma de los
abusos que observaren.

Noveno: Dar parte á las Córtes de las infracciones de la Constitución que se anoten en la
provincia,

Décimo: las diputaciones de las provincias de ultramar velarán sobre la economía, orden y
progresos de las misiones para la conversión de los indios infieles, cuyos encargados les darán
razón  de  sus  operaciones  en  este  ramo,  para  que  se  eviten  los  abusos:  todo  lo  que  las
diputaciones podrán en noticia del Gobierno.

Artículo 336

Si alguna diputación abusare de sus facultades, podrá el Rey suspender á los vocales que la
componen,  dando parte  á  las Cortes de esta  disposición y  de los motivos de ella  para la
determinación que corresponda: durante la suspensión entrarán en funciones los suplentes.

TITULO VII

De las Contribuciones

Capítulo único

Artículo 338

Las  Córtes  establecerán  ó  confirmarán  anualmente  las  contribuciones,  sean  directas  ó
indirectas,  generales,  provinciales  ó  municipales,  subsistiendo  las  antiguas,  hasta  que  se
publique su derogación ó la imposición de otras. 

Artículo 339

Las contribuciones se repartirán entre todos los españoles con proporción a sus facultades, sin
excepción ni privilegio alguno.

Artículo 340

Las contribuciones serán proporcionadas á los gastos que se decreten por las Cortes para el
servicio público en todos los ramos.

Artículo 344

Fixada la quota de la contribución directa, las Córtes aprobarán el repartimiento de ella entre
las provincias, á cada una de las quales se asignará el cupo correspondiente á su riqueza, para
lo  que  el  secretario  del  Despacho  de  Hacienda  presentará  también  los  presupuestos
necesarios. 
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II

LEY DE CONFIRMACIÓN DE FUEROS DE LAS PROVINCIAS VASCONGADAS Y NAVARRA
(25 DE OCTUBRE DE 1839)

Doña Isabel II, por la gracia de Dios y por la Constitución de la Monarquía española, Reina de
las Españas,  y durante su menor edad la Reina viuda,  Doña María Cristina de Borbón, su
augusta Madre,  como Reina Gobernadora del  Reino;  a todos los que la presente vieren y
entendieren, sabed: que las Cortes han decretado y Nos sancionado lo siguiente:

Artículo 1º. Se confirman los fueros de las Provincias Vascongadas y de Navarra, sin perjuicio
de la unidad constitucional.

Artículo  2º.  El  Gobierno  tan  pronto  como la  oportunidad  lo  permita,  y  oyendo antes  a  las
Provincias Vascongadas y a Navarra, propondrá a las Cortes la modificación indispensable que
en los mencionados fueros reclame el interés de las mismas, conciliado con el general de la
Nación y Constitución de la Monarquía, resolviendo entre tanto provisionalmente y en la forma
y sentido expresados las dudas y dificultades que puedan ofrecerse, dando de ello cuenta a las
Cortes.

Por  tanto,  mandamos  a  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Jefes,  Gobernadores  y  demás
autoridades,  así  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cualquier  clase  y  dignidad,  que
guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la presente ley en todas sus partes. Tendréislo
entendido para su cumplimiento y dispondréis se imprima, publique y circule.- Está rubricado de
la Real mano.- En Palacio a 25 de octubre de 1839.
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III

LEY PACCIONADA DE MODIFICACIÓN DE LOS FUEROS DE NAVARRA
(16 DE AGOSTO DE 18413)

Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841

Doña Isabel II, por la gracia de Dios y por la Constitución de la Monarquía española, Reina de
las Españas, y en su Real nombre D. Baldomero Espartero, Duque de la Victoria y de Morella,
Regente del Reino; a todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: que las Cortes han
decretado y Nos sancionado lo siguiente:

Artículo 1º.- El mando puramente militar estará en Navarra, como en las demás provincias de la
Monarquía, a cargo de una Autoridad superior nombrada por el Gobierno, y con las mismas
atribuciones de los Comandantes generales de las demás provincias, sin que pueda nunca
tomar el título de Virrey ni las atribuciones que estos han ejercido.

Artículo  2º.-  La  Administración  de  justicia  seguirá  en  Navarra  con  arreglo  a  su  legislación
especial, en los mismos términos que en la actualidad, hasta que, teniéndose en consideración
las diversas leyes privativas de todas las provincias del Reino, se formen los códigos generales
que deban regir en la Monarquía.

Artículo 3º.- La parte orgánica y de procedimiento será en todo conforme con lo establecido o
que se establezca para los demás tribunales de la Nación, sujetándose a las variaciones que el
Gobierno estime convenientes en lo sucesivo. Pero siempre deberá conservarse la Audiencia
en la capital de la provincia.

Artículo 4º.- El Tribunal Supremo de Justicia tendrá sobre los tribunales de Navarra, y en los
asuntos que en estos se ventilen, las mismas atribuciones y jurisdicción que ejerce sobre los
demás del Reino, según las leyes vigentes o que en adelante se establezcan.

Artículo 5º.- Los Ayuntamientos se elegirán y organizarán por las reglas generales que rigen o
se adopten en lo sucesivo para toda la Nación.

Artículo 6º.- Las atribuciones de los Ayuntamientos, relativas a la administración económica
interior de los fondos, derechos y propiedades de los pueblos, se ejercerán bajo la dependencia
de la Diputación provincial, con arreglo a su legislación especial.

Artículo  7º.-  En  todas  las  demás  atribuciones  los  Ayuntamientos  estarán  sujetos  a  la  ley
general.

Artículo 8º.- Habrá una Diputación provincial, que se compondrá de siete individuos nombrados
por las cinco merindades, esto es, uno por cada una de las tres de menor población, y dos por
las  de  Pamplona  y  Estella,  que  la  tienen  mayor,  pudiendo  hacerse  en  esto  la  variación
consiguiente si se alterasen los partidos judiciales de la provincia.

Artículo  9º.-  La  elección  de  Vocales  de  la  Diputación  deberá  verificarse  por  las  reglas
generales, conforme a las leyes vigentes o que se adopten para las demás provincias,  sin
retribución ni asignación alguna por el ejercicio de sus cargos.

Artículo  10.-  La  Diputación  provincial,  en  cuanto  a  la  administración  de  productos  de  los
Propios, rentas, efectos vecinales, arbitrios y propiedades de los pueblos y de la provincia,
tendrá las mismas facultades que ejercían el Consejo de Navarra y la Diputación del Reino, y
además  las  que,  siendo  compatibles  con  éstas,  tengan  o  tuvieren  las  otras  Diputaciones
provinciales de la Monarquía.

3 La Ley Paccionada fue sancionada por el Regente del Reino el 14 de agosto de 1841. La del 16 de

agosto es la fecha de su publicación en la Gaceta de Madrid. 
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Artículo  11.-  La  Diputación  provincial  de  Navarra  será  presidida  por  la  Autoridad  superior
política nombrada por el Gobierno.

Artículo 12.- La Vicepresidencia corresponderá al Vocal decano.

Artículo 13.- Habrá en Navarra una Autoridad superior política nombrada por el Gobierno, cuyas
atribuciones serán las mismas que las de los Jefes políticos de las demás provincias, salvas las
modificaciones expresadas en los artículos anteriores, y sin que pueda reunir mando alguno
militar.

Artículo 14.- No se hará novedad alguna en el gobierno y disfrute de montes y pastos de Andía,
Urbasa, Bardenas ni otros comunes, con arreglo a lo establecido en las leyes de Navarra y
privilegios de los pueblos. 

Artículo 15.- Siendo obligación de todos los españoles defender la Patria con las armas en la
mano cuando fueren llamados por la Ley, Navarra, como todas las provincias del Reino, está
obligada, en los casos de quintas o reemplazos ordinarios o  extraordinarios del  Ejército,  a
presentar el cupo de hombres que le corresponda, quedando al arbitrio de su Diputación los
medios de llenar este servicio.

Artículo  16.-  Permanecerán  las  aduanas  en  la  frontera  de  los  Pirineos,  sujetándose  a  los
aranceles generales que rijan en las demás aduanas de la Monarquía, bajo las condiciones
siguientes:

1ª.- Que de la contribución directa se separe a disposición de la Diputación provincial, o en su
defecto de los productos de las aduanas, la cantidad necesaria para el pago de réditos de su
deuda y demás atenciones que tenían consignadas sobre sus tablas, y un tanto por ciento
anual para la amortización de capitales de dicha deuda, cuya cantidad será la que produjeron
dichas tablas en el año común del de 1829 al 1833, ambos inclusive.
2ª.- Sin perjuicio de lo que se resuelva acerca de la traslación de las aduanas a las costas y
fronteras de las provincias Vascongadas, los puertos de San Sebastián y Pasajes continuarán
habilitados, como ya lo están provisionalmente, para la exportación de los productos nacionales
e importación de los extranjeros, con sujeción a los aranceles que rijan.
3ª.- Que los contrarregistros se han de colocar a cuatro o cinco leguas de la frontera, dejando
absolutamente libre el comercio interior, sin necesidad de guías ni de practicar ningún registro
en otra parte después de pasados aquéllos, si esto fuere conforme con el sistema general de
Aduanas. 

Artículo 17.- La venta de tabaco en Navarra se administrará por cuenta del Gobierno, como en
las demás provincias del Reino, abonando a su Diputación, o en su defecto reteniendo ésta de
la contribución directa, la cantidad de 87.537 reales anuales con que está gravada, para darle
el destino correspondiente. 

Artículo  18.-  Siendo  insostenible  en  Navarra,  después  de  trasladadas  las  aduanas  a  sus
fronteras, el sistema de libertad en que ha estado la sal, se establecerá en dicha provincia el
estanco de este  género por cuenta del  Gobierno,  el  cual  se hará cargo de las salinas de
Navarra, previa la competente indemnización a los dueños particulares a quienes actualmente
pertenecen y con los cuales tratará. 

Artículo 19.- Precedida la regulación de los consumos de cada pueblo, la Hacienda pública
suministrará a los Ayuntamientos la sal que anualmente necesitaren al precio de coste y costas,
que pagarán aquellas Corporaciones en los plazos y forma que determine el Gobierno. 

Artículo 20.- Si los consumidores necesitaren más cantidad que la arriba asignada, la recibirán
a precio de estanco de los toldos que se establecerán en los propios pueblos para su mayor
comodidad. 

Artículo 21.- En cuanto a la exportación de sal al extranjero, Navarra disfrutará de la misma
facultad que para este tráfico lícito gozan las demás provincias, con sujeción a las formalidades
establecidas. 
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Artículo 22.- Continuará como hasta aquí la exención de usar de papel sellado de que Navarra
está en posesión. Artículo 23.- El estanco de pólvora y azufre continuará en Navarra en la
misma forma en que se halla establecido. 

Artículo  24.-  Las  rentas  provinciales  y  derechos  de  puertas  no  se  extenderán  a  Navarra
mientras no llegue el caso de plantearse los nuevos aranceles y en ellos se establezca que el
derecho de consumo sobre géneros extranjeros se cobre en las aduanas. 

Artículo  25.-  Navarra  pagará,  además  de  los  impuestos  antes  expresados  por  única
contribución directa, la cantidad de 1.800.000 reales anuales. Se abonarán a su Diputación
provincial 300.000 reales de los expresados 1.800.000 por gastos de recaudación y quiebra
que quedarán a su cargo. Artículo 26.- La dotación del culto y clero en Navarra se arreglará a la
Ley general y a las instrucciones que el Gobierno expida para su ejecución.

Por  tanto,  mandamos  a  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Jefes,  Gobernadores  y  demás
autoridades,  así  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cualquier  clase  y  dignidad,  que
guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la presente ley en todas sus partes. 

Tendréislo entendido para su cumplimiento y dispondréis se imprima, publique y circule.- El
Duque de la Victoria,  Regente del  Reino.- Madrid,  16 de Agosto de 1841.-  A.  D.  Facundo
Infante.
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IV

LEY ABOLITORIA DE LOS FUEROS VASCONGADOS

(21 DE JULIO DE 1876)

Artículo 1º. Los deberes que la Constitución política ha impuesto siempre a todos los españoles
de acudir al servicio de las armas cuando la ley los llama, y de contribuir en proporción de sus
haberes  a  los  gastos  del  Estado,  se  extenderán,  como  los  derechos  constitucionales  se
extienden, a los habitantes de las provincias de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava, del mismo modo
que a los de las demás de la Nación. 

Art. 2º Por virtud de lo dispuesto en el anterior artículo, quedan obligadas las tres provincias
referidas desde la publicación de esta ley a presentar en los casos de quintas o reemplazos
ordinarios y extraordinarios del ejército, el cupo de hombres que les corresponda, quedando al
arbitrio de sus Diputaciones los medios de llenar este servicio. En el caso de que no hicieran
uso  de  tal  facultad  las  dichas  Diputaciones,  exigirá  el  Gobierno  el  cumplimiento  de  esta
obligación, bajo las propias condiciones que en las demás provincias de la Monarquía. 

Art.  3º  Quedan  igualmente  obligadas  desde  la  publicación  de  esta  ley  las  provincias  de
Vizcaya,  Guipúzcoa  y  Alava,  a  contribuir  a  los  gastos  que  consignen  los  presupuestos
generales del Estado, en proporción de su riqueza, sin diferencia alguna con las demás de la
Nación, por lo que toca al importe total de sus gravámenes. Podrá no obstante el Gobierno
aceptar las modificaciones de forma que reclamen las circunstancias locales, y la experiencia
aconseje, para facilitar el cumplimiento de este artículo, con ventajas de las dichas provincias y
de la Nación. 

Art. 4º Se autoriza al Gobierno para conceder exención del servicio militar, a los hijos de los
que durante la última guerra civil han sostenido con las armas en la mano, los derechos del
Rey legítimo y de la Nación.  

Art.  5º  Se  autoriza  también  al  Gobierno  para  otorgar  dispensas  de  pago  de  los  nuevos
impuestos por los plazos que juzgue equitativos, con tal que ninguno pase de doce años, a las
poblaciones vascongadas que se hayan hecho dignas de tal beneficio por sus sacrificios de
todo  género  en favor  de  la  causa  legítima durante la  pasada guerra  civil,  así  como a los
particulares que hayan tenido que abandonar sus hogares por la misma causa, o sido por ella
objeto de persecuciones. 

Art. 6º Queda igualmente autorizado el Gobierno para acordar, con audiencia de las provincias
de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, si lo juzga oportuno, todas las reformas que en su antiguo
régimen foral exijan, así el bienestar de los pueblos vascongados, como el buen gobierno y la
seguridad de la Nación. 

Art.  7º  El  Gobierno  queda  investido  por  esta  ley  de  todas  las  facultades  ordinarias  y
extraordinarias que sean indispensables para su exacta y cumplida ejecución.

11



12



V

PRIMER CONCIERTO ECONÓMICO DE LAS PROVINCIAS VASCONGADAS

Real Decreto de 5 de mayo de 1877

Señor:  Al  hacerse extensivo por  la  ley de 21 de Julio  de 1876 a las provincias de Álava,
Guipúzcoa  y  Vizcaya  los  deberes  que  la  Constitución  política  ha  impuesto  a  todos  los
españoles de acudir  al  servicio de las armas y de contribuir  a los gastos del Estado en la
proporción que les correspondiere, se autorizó al Gobierno de V. M. para otorgar a las mismas
determinadas ventajas con objeto de facilitar el cumplimiento de la enunciada ley.   

Ninguna de tales ventajas puede ni debe ser negado a los habitantes de aquellas provincias
que, en virtud de la citada ley de 21 de Julio último las reclamen; pero el Gobierno de V. M.,
que no ha omitido medio que estuviera en su mano para llegar a establecer un acuerdo con las
mismas que condujera a la más fácil ejecución de sus preceptos, si bien hasta ahora no se ha
visto contrariado en tal  propósito por lo que respecta a las de Álava y Guipúzcoa, tiene el
sentimiento de que sus deseos no hayan logrado con la de Vizcaya la inteligencia necesaria
para alcanzar aquel fin.  

 
Con el solo objeto, pues, de dar cumplimiento a lo dispuesto en la repetida ley de 21 de Julio
del año último, y conservando, a pesar de todo,  a la provincia de Vizcaya la opción a las
exenciones  de  hombres  y  tributos  concedidos  en  favor  de  los  pueblos  o  particulares  que
prestaron  servicios  dignos  de  consideración  en  pro  de  la  causa  legítima,  por  los  párrafos
tercero y cuarto del artículo 5º de la precitada ley, el Gobierno de V. M. tiene la honra de
someter a su Real aprobación el adjunto proyecto de decreto. 

Madrid 5 de Mayo de 1877.- Señor.- A los R. P. de V. M.- Antonio Cánovas del Castillo. 

Real Decreto. 

De conformidad con lo propuesto, por mi Consejo de Ministros, haciendo uso de la autorización
concedida al Gobierno por la ley de 21 de Julio de 1876,  

Vengo en decretar la siguiente: 

Artículo 1º. El gobierno y administración de los intereses peculiares de la provincia de Vizcaya
se ajustará a las leyes y disposiciones que rijan para el de las demás de la Nación.  

“Artículo  2º.  Queda autorizado el  Ministro  de la Gobernación para que,  mientras no pueda
organizarse la Diputación provincial con arreglo a las prescripciones de la ley de 20 de Agosto
de 1870 y la adicional de 16 de Diciembre de 1876, provea a la sustitución de aquella por los
medios más convenientes, usando para ello de las facultades extraordinarias y discrecionales
de que está investido el Gobierno por el artículo 6º de la expresada ley de 21 de Julio de 1876. 

“Artículo 3º. En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3º de la ley de 21 de Julio de 1876
antes citada,  se establecerán desde luego en la misma provincia  todas las contribuciones,
rentas,  e  impuestos  ordinarios  y  extraordinarios  consignados  o  que  se  consignen  en  los
presupuestos generales del Estado, verificándose su imposición y cobranza bajo igual forma y
condiciones en que se hace en las demás de la Monarquía. 

“Artículo 4º. El pago del importe del cupo de la contribución de inmuebles, cultivo y ganadería,
que hubiera correspondido en el corriente año a la  provincia se computaran: 

“Primero. Las cantidades que la misma haya satisfecho por asignaciones personales del clero y
gastos  del  culto  público  devengados desde 1°  de  Julio  último,  y  las  que  se  devenguen y
satisfagan por dicho concepto hasta 30 de Junio próximo.  
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“Y segundo. Las que asimismo hubiera pagado la provincia por la contribución de pan para el
ejército. Esta última contribución dejará de exigirse tan luego como quede planteado el sistema
general tributario. 

Articulo 5º.  Desde 1º de Julio venidero,  el  Estado satisfará,  con arreglo al  Concordato,  las
obligaciones del culto y clero de dicha provincia que se devenguen hasta la expresada fecha,
verificándose el pago de igual manera que se hace en las demás.

Artículo 6º. El Ministro de Fomento se hará cargo de las carreteras generales enclavadas en la
repetida provincia, subviniendo en lo sucesivo a su conservación y reparación, como se verifica
respecto a las demás del Reino. 

Artículo  7º.  Será  de cuenta del  Estado  en adelante  el  pago de los  intereses  de la  deuda
subsistente en la actualidad que hubiere sido contraída para la construcción de las carreteras
generales, el cual se verificará en la forma que en su día determine el Ministerio de Hacienda
de acuerdo con el de Fomento, previas las formalidades que se estimen convenientes para el
reconocimiento y liquidación de aquella. 

Artículo 8º. Desde el momento que se haga obligatorio el uso del papel sellado, dejarán de
exigirse los derechos procesales que en equivalencia de aquel, vienen satisfaciéndose.  

Artículo  9º.  El  Ministro  de  Hacienda  determinará  la  forma  y  la  fecha  en  que  habrán  de
comenzar a regir en la provincia las reglas vigentes en las demás del Reino sobre recargos de
la contribución territorial y de la industrial y de comercio, sobre tarifas de consumos y sobre
arbitrios con destino a los presupuestos municipales y a los gastos provinciales.

Artículo 10º. Las poblaciones de Vizcaya que se crean en el caso de optar al beneficio de
dispensa de pago de impuestos, autorizada por el párrafo cuarto del artículo 5º de la enunciada
ley de 21 de Julio último, lo solicitarán del Ministerio de Hacienda por conducto del gobernador
de la provincia, dentro del término de dos meses, a contar desde la publicación de este decreto.
Los particulares a quienes también comprende aquella disposición legal, deberán hacer sus
solicitudes dentro del mismo plazo. Las dispensas de pago se entenderán sin perjuicio de que
los  cupos  y  las  cuotas  de  las  contribuciones  respectivas  se  liquiden  debidamente  y  se
formalicen en cuentas, figurando también la minoración de ingresos que aquellas representan.
Las  dispensas  de  pago  podrán  recaer  sólo  sobre  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y
ganadería, la industrial y de comercio y la de consumos. 

Artículo  11º.  Por  los  respectivos  Ministerios  se  dictarán  las  instrucciones  necesarias  al
cumplimiento de este decreto, del cual se dará cuenta a las Cortes.  

Dado en Palacio, a 5 de Mayo de 1877.- Alfonso.- El Presidente del Consejo de Ministros,
Antonio Cánovas del Castillo.” 
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VI

DECRETO-LEY DEROGATORIO DE LOS CONCIERTOS ECONÓMICOS DE
GUIPUZCOA Y VIZCAYA Y CONFIRMACIÓN DEL CONCIERTO ECONÓMICO DE

ALAVA

(23 de Junio de 1937)

El sistema concertado que en materia económica rige en las Provincias Vascongadas,
entraña  un  notorio  privilegio  con  relación  al  resto  del  territorio  nacional  sujeto  al
régimen común, no sólo por la amplísima autonomía de que gozan en este respecto
las  Diputaciones  de  dichas  provincias,  sino  por  el  menor  sacrificio  con  que  el
contribuyente  atiende en  ellas  al  levantamiento  de  las  cargas  públicas,  tanto  más
sensible cuanto que de antiguo han sido manifiestas y frecuentes las evasiones de
carácter fiscal realizadas al amparo de ese sistema, en perjuicio siempre del Estado.

Olvidando muchísimos de los favorecidos por el Concierto esta prodigalidad que les
dispensó el  Poder público, se alzaron en armas en Guipúzcoa y Vizcaya contra el
Movimiento Nacional iniciado el 17 de julio último, correspondiendo así con la traición
a aquella generosidad excepcional, sin que los constantes requerimientos realizados
en  nombre  de  España  para  hacerles  desistir  de  su  actitud,  lograsen  el  efecto
pretendido.  No es, pues,  admisible que subsista ese privilegio sin agravio para las
restantes regiones que, con entusiasmo y sacrificio sin límites, cooperaron desde un
principio al triunfo del Ejército, y sin mengua también de aquellas normas de elemental
y obligada justicia en que ha de inspirarse el nuevo Estado.

Mientras la singularidad de régimen fiscal y administrativo sirvió en algunas provincias,
como en la lealisima Navarra, para exaltar cada dia más su sentimiento nacional y el
fervor de su adhesión al  común destino de la Patria,  en otras, por el contrario,  ha
servido para realizar la más torpe política anti-española,  circunstancia ésta que,  al
resultar  ahora  hasta  la  saciedad  comprobada,  no  ya  aconseja,  si  no  que
imperativamente obliga a poner término, en ellas, a un sistema que utilizaron como
instrumento para causar daños tan graves.

Las mismas consideraciones imponen que el sistema vigente en la actualidad en la
provincia de Alava, continúe subsistiendo, porque ella no participó en acto alguno de
rebeldía y realizó por el contrario aportaciones valiosísimas a la Causa Nacional que
no pueden ni deben ser olvidadas en estos momentos.

Finalmente, interesa hacer constar que, al promulgar esta disposición, se tiene muy
presente que tanto en Guipúzcoa, como en Vizcaya, existen españoles de acendrado
patriotismo que antes y ahora sintieron vivamente la causa de España. Reconocido y
proclamado así, nadie en definitiva podrá afirmar, con fundamento, que el equiparar
unas provincias a la inmensa mayoría de las que integran la Nación sometiéndolas a
idéntico régimen tributario, no obstante ser notorias las diferencias en su manera de
proceder, sea acto de mera represalia y no medida de estricta justicia.

En su virtud
DISPONGO:
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Artículo primero 

Desde  el  dia  primero  de  julio  próximo.  la  gestión  y  recaudación  de  todas  las
contribuciones, rentas e impuestos ordinarios y extraordinarios del Estado, se realizará
en las provincias de Guipúzcoa y Vizcaya, con arreglo al régimen común vigente y en
la forma que establecen las disposiciones de la Hacienda pública que constituye la
norma general de la Administración nacional.

Queda,  por  tanto,  sin  efecto  en  aquellas  provincias,  desde  la  indicada  fecha,  el
régimen concertado con sus Diputaciones que en materia económica estaba vigente
en la actualidad:

Artículo segundo. 

Los servicios de carácter general que efectuaban las citadas Corporaciones en lugar
del Estado y que deban subsistir, se cumplirán y costearán por éste de igual manera
que viene haciéndolo en el resto del territorio español sujeto al régimen ordinario.

Artículo  tercero. Las  obligaciones  provinciales  en  Guipúzcoa  y  Vizcaya,  serán
atendidas con los recursos de ese carácter que la legislación común reserva a las
Diputaciones en general.

Artículo cuarto. 

El Concierto económico aprobado por Decreto de 9 de junio de 1925 y reglamentado
por el de 24 de diciembre de 1926, subsistirá en toda su integridad para la provincia de
Alava, continuando, por tanto, la Diputación de la misma investida de las facultades
que aquél la reconoce.

Artículo  quinto. Por  la  Junta  Técnica  del  Estado  se  dictarán  las  instrucciones
necesarias para el cumplimiento de esta disposición.

El propio Organismo fijará, de acuerdo con las Diputaciones interesadas, las oportunas
normas encaminadas a facilitar el tránsito de uno a otro régimen.

Artículo sexto.  Quedan derogadas todas las disposiciones,  cualquiera que sea su
carácter, que se opongan a las contenidas en el presente Decreto-Ley.

Dado en Burgos a veintitrés de junio de mil novecientos treinta y siete. FRANCISCO 
FRANCO
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